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Concepto 5577
Según lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1 de la Carta, instauraron los ciudadanos ALFREDO BELTRÁN SIERRA, CLEMENCIA DUPONT CRUZ (D-9332), CLARA INÉS GONZÁLEZ ARANDA (D-9340), contra la Ley 1527 de 2012, “Por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto es el siguiente:
LEY 1527 DE 2012
(Abril 27)

Por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la libranza o descuento directo. Cualquier persona natural asalariada, contratada por prestación de servicios, asociada a una cooperativa o precooperativa, fondo de empleados o pensionada, podrá adquirir productos y servicios financieros o bienes y servicios de cualquier naturaleza, acreditados con su salario, sus pagos u honorarios o su pensión, siempre que medie autorización expresa de descuento dada al empleador o entidad pagadora, quien en virtud de la suscripción de la libranza o descuento directo otorgada por el asalariado, contratista o pensionado, estará obligado a girar los recursos directamente a la entidad operadora.

Parágrafo. La posibilidad de adquirir productos y servicios financieros o bienes y servicios de cualquier naturaleza a través de libranza no constituye necesariamente, a cargo del operador la obligación de otorgarlos, sino que estarán sujetos a la capacidad de endeudamiento del solicitante y a las políticas comerciales del operador.

Artículo 2°. Definiciones aplicables a los productos y servicios financieros adquiridos mediante libranza o descuento directo. Las siguientes definiciones se observarán para los efectos de aplicación de la presente ley:

a) Libranza o descuento directo. Es la autorización dada por el asalariado o pensionado, al empleador o entidad pagadora, según sea el caso, para que realice el descuento del salario, o pensión disponibles por el empleado o pensionado, con el objeto de que sean giradas a favor de las entidades operadoras para atender los productos, bienes y servicios objeto de libranza.

b) Empleador o entidad pagadora. Es la persona natural o jurídica, de naturaleza pública o privada, que tiene a su cargo la obligación del pago del salario, cualquiera que sea la denominación de la remuneración, en razón de la ejecución de un trabajo o porque tiene a su cargo el pago de pensiones en calidad de administrador de fondos de cesantías y pensiones.

 c) Entidad operadora. Es la persona jurídica o patrimonio autónomo conformado en desarrollo del contrato de fiducia mercantil que realiza operaciones de libranza o descuento directo, por estar autorizada legalmente para el manejo del ahorro del público o para el manejo de los aportes o ahorros de sus asociados, o aquella que, sin estarlo, realiza dichas operaciones disponiendo de sus propios recursos o a través de mecanismos de financiamiento autorizados por la ley. En estos casos deberá estar organizada como Instituto de Fomento y Desarrollo (Infis), sociedad comercial, sociedades mutuales, o como cooperativa, y deberá indicar en su objeto social la realización de operaciones de libranza, el origen lícito de sus recursos y cumplir con las demás exigencias legales vigentes para ejercer la actividad comercial. Estas entidades operadoras estarán sometidas a la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades.

d) Beneficiario. Es la persona empleada o pensionada, titular de un producto, bien o servicio que se obliga a atender a través de la modalidad de libranza o descuento directo.

Parágrafo 1º. Para efectos de la presente ley, se entiende como asalariado aquel que tenga un contrato laboral vigente suscrito entre el deudor que autoriza los descuentos y la entidad pagadora, como contratista aquel que tenga un contrato u orden de prestación de servicios vigente, como asociado aquel que se encuentre vinculado a una cooperativa o precooperativa, como afiliado aquel que se encuentre vinculado a un fondo administrador de cesantías y como pensionado aquel que tenga la calidad de beneficiario de una mesada o asignación pensional.

Parágrafo 2°. En los casos en los que la persona jurídica realice operaciones de libranza con cargo a recursos propios, o a través de mecanismos de financiamiento autorizados por la ley, las Superintendencias Financiera, Solidaria y de Sociedades deberán diseñar mecanismos idóneos y suficientes para controlar el origen lícito de los recursos.

Parágrafo 3º. Se encuentran expresamente excluidas del ámbito de aplicación de la presente ley, las cooperativas de trabajo asociado y sus trabajadores asociados.

Artículo 3°. Condiciones del crédito a través de libranza o descuento directo. Para poder acceder a cualquier tipo de producto, bien o servicio a través de la modalidad de libranza o descuento directo se deben cumplir las siguientes condiciones:

1. Que exista autorización expresa e irrevocable por parte del beneficiario del crédito a la entidad pagadora de efectuar la libranza o descuento respectivo de conformidad con lo establecido en la presente ley.

2. Que en ningún caso la tasa de interés correspondiente a los productos y servicios objeto de libranza, supere la tasa máxima permitida legalmente.

3. Que la tasa de interés pactada inicialmente sólo sea modificada en los eventos de novación, refinanciación o cambios en la situación laboral del deudor beneficiario, con su expresa autorización.

4. Que para adquirir o alquilar vivienda, el deudor beneficiario podrá tomar un seguro de desempleo, contra el cual eventualmente podrá repetir la entidad operadora en los casos de incumplimiento.

5. Que la libranza o descuento directo se efectúe, siempre y cuando el asalariado o pensionado no reciba menos del cincuenta por ciento (50%) del neto de su salario o pensión, después de los descuentos de ley. Las deducciones o retenciones que realice el empleador o entidad pagadora, que tengan por objeto operaciones de libranza o descuento directo, quedarán exceptuadas de la restricción contemplada en el numeral segundo del artículo 149 del Código Sustantivo del Trabajo.

Parágrafo 1°. La cesión de créditos objeto de libranza otorgados por las entidades operadoras implicará, por ministerio de la ley, la transferencia en cabeza del cesionario del derecho a recibir del empleador o entidad pagadora el pago del bien o servicio que se atiende a través de la libranza o autorización de descuento directo sin necesidad de requisito adicional. En caso de que tales créditos se vinculen a procesos de titularización, el monto del descuento directo correspondiente a dichos créditos será transferido con sujeción a lo dispuesto en esta ley, por la entidad pagadora a favor de la entidad legalmente facultada para realizar operaciones de titularización que tenga la condición de cesionario, quien lo podrá recibir directamente o por conducto del administrador de los créditos designado en el proceso de titularización correspondiente.

Parágrafo 2°. En los casos en que el monto a pagar por concepto de los productos objeto de libranza para descuento directo esté estipulado en modalidad determinable con referencia a un índice o unidad de valor constante, el beneficiario podrá autorizar el descuento directo por una cuantía mínima mensual definida de común acuerdo con la entidad operadora.

Artículo 4°. Derechos del beneficiario. En cualquier caso el beneficiario tiene derecho de escoger libre y gratuitamente cualquier entidad operadora para efectuar operaciones de libranza, así como aquella a través de la cual se realiza el pago de su nómina, honorarios o pensión.

Así mismo, tiene derecho a solicitar que los recursos descontados de su salario, pagos u honorarios, aporte, o pensión sean destinados a una cuenta AFC o a otra de igual naturaleza.

En ningún caso, el empleador o entidad pagadora podrá cobrar o descontar cuota de administración, comisión o suma alguna por realizar el descuento o el giro de los recursos, so pena de ser objeto de una sanción pecuniaria equivalente al doble del valor total descontado por la libranza, el cual le será aplicado por la autoridad correspondiente.

Cuando el beneficiario tenga la calidad de consumidor financiero, estará amparado por el Título I de la Ley 1328 de 2009; los demás consumidores estarán amparados por el Estatuto de Protección al Consumidor y las normas que lo modifiquen y adicionen.

Artículo 5º. Obligaciones de la entidad operadora. Sin perjuicio de las responsabilidades que le asisten por mandato legal y reglamentario, la entidad operadora tiene el deber de dejar a disposición de los beneficiarios de sus productos, bienes y servicios a través de la modalidad de libranza, el extracto periódico de su crédito con una descripción detallada del mismo, indicando un número de teléfono y dirección electrónica en caso de dudas o reclamos, así mismo deberá reportar la suscripción de la libranza a los bancos de datos de información financiera, crediticia, comercial y de servicios, para lo cual deberá cumplir a cabalidad con los requisitos establecidos por estos en sus reglamentos y lo contemplado en la Ley 1266 de 2008 y demás normas que la modifiquen, adicionen o reglamenten.

Artículo  6°. Obligaciones del empleador o entidad pagadora. Todo empleador o entidad pagadora estará obligada a deducir, retener y girar de las sumas de dinero que haya de pagar a sus asalariados, contratistas, afiliados o pensionados, los valores que estos adeuden a la entidad operadora para ser depositados a órdenes de esta, previo consentimiento expreso, escrito e irrevocable del asalariado, contratista, afiliado o pensionado en los términos técnicos establecidos en el acuerdo que deberá constituirse con la entidad operadora, en virtud a la voluntad y decisión que toma el beneficiario al momento de escoger libremente su operadora de libranza y en el cual se establecerán las condiciones técnicas y operativas necesarias para la transferencia de los descuentos. El empleador o entidad pagadora no podrá negarse injustificadamente a la suscripción de dicho acuerdo.

La entidad pagadora deberá efectuar las libranzas o descuentos autorizados de la nómina, pagos u honorarios, aportes o pensión de los beneficiarios de los créditos y trasladar dichas cuotas a las entidades operadoras correspondientes, dentro de los tres días hábiles siguientes de haber efectuado el pago al asalariado, contratista, afiliado, asociado o pensionado en el mismo orden cronológico en que haya recibido la libranza o autorización de descuento directo.

Igualmente, el empleador o entidad pagadora tendrá la obligación de verificar, en todos los casos, que la entidad operadora se encuentra inscrita en el Registro Único Nacional de Entidades Operadores de Libranza.

Parágrafo 1°. Si el empleador o entidad pagadora no cumple con la obligación señalada en el presente artículo por motivos que le sean imputables, será solidariamente responsable por el pago de la obligación adquirida por el beneficiario del crédito.

Parágrafo 2°. En caso de desconocerse el orden de giro estipulado en este artículo, el empleador o entidad pagadora será responsable por los valores dejados de descontar al asalariado, asociado, afiliado o pensionado por los perjuicios que le sean imputables por su descuido.

Artículo 7º. Continuidad de la autorización de descuento. En los eventos en que el beneficiario cambie de empleador o entidad pagadora, tendrá la obligación de informar de dicha situación a las entidades operadoras con quienes tenga libranza, sin perjuicio de que la simple autorización de descuento suscrita por parte del beneficiario, faculte a las entidades operadoras para solicitar a cualquier empleador o entidad pagadora el giro correspondiente de los recursos a que tenga derecho, para la debida atención de las obligaciones adquiridas bajo la modalidad de libranza o descuento directo. En caso de que el beneficiario cambie de empleador o entidad pagadora, para efectos de determinar la prelación si se presentan varias libranzas, la fecha de recibo de la libranza será la de empleador o entidad pagadora original.

Artículo 8°. Intercambio de información. Para dar cumplimiento al artículo anterior, las entidades operadoras podrán solicitar información a las entidades que manejan los sistemas de información de salud y/o pensiones, que para el efecto autorice o administre el Ministerio de la Protección Social o quien haga sus veces, exclusivamente con el fin de establecer la localización de beneficiarios y empleadores o entidades pagadoras autorizadas previamente, mediante libranza o descuento directo.

Artículo 9°. Portales de información sobre libranza. Las Superintendencias Financieras, de Sociedades y de Economía Solidaria dispondrán cada una de un portal de información en Internet en sus páginas institucionales publicadas en la web, que permita a los usuarios comparar las tasas de financiamiento de aquellas entidades operadoras que ofrezcan créditos para vivienda, planes complementarios de salud y/o educación a través de libranza.

Artículo 10. Inspección, vigilancia y control. Para efectos de la presente ley, la entidad operadora, de acuerdo con su naturaleza, será objeto de inspección, vigilancia y control por parte de la Superintendencia Financiera, de Economía Solidaria o de Sociedades, según sea el caso.

Artículo 11. Divulgación. El Gobierno Nacional, a través de sus programas institucionales de televisión y de las páginas web oficiales de las entidades públicas que lo integran, divulgará permanentemente y a partir de su entrada en vigencia los beneficios de la presente ley.

Artículo 12. Libre escogencia de la entidad operadora. El beneficiario tiene derecho de escoger libre y gratuitamente cualquier entidad para el pago de su nómina. El empleador no podrá obligar al beneficiario a efectuar libranza con la entidad financiera con quien este tenga convenio para el pago de nómina.

Artículo  13. Retención en los pagos a los trabajadores independientes.  La  retención en la fuente aplicable a los pagos o abonos en cuenta realizados a trabajadores independientes pertenecientes al régimen simplificado, o que cumplan los topes y condiciones de este régimen cuando no sean responsables del IVA, cuya sumatoria mensual no exceda de cien (100) UVT no están sujetos a retención en la fuente a título de impuestos sobre la renta.

Los pagos o abonos en cuenta que se efectúen a trabajadores independientes por concepto de prestación de servicios que cumplan con las condiciones dichas en el inciso anterior, cuya sumatoria mensual exceda de cien (100) UVT, están sujetos a retención en la fuente a título de impuesto sobre la renta, de conformidad con la siguiente tabla:

	Rangos en UVT
	Tarifa

	Desde
	Hasta
	

	>100
	150
	2%

	>150
	200
	4%

	>200
	250
	6%

	>250
	300
	8%


La base para calcular la retención será el 80% del valor pagado en el mes. De la misma se deducirá el valor total del aporte que el trabajador independiente deba efectuar al sistema general de seguridad social en salud, los aportes obligatorios y voluntarios a los fondos de pensiones y administradoras de riesgos profesionales, y las sumas que destine el trabajador al ahorro a largo plazo en las cuentas denominadas "Ahorro para Fomento a la Construcción (AFC)".

La retención en la fuente aplicable a los pagos realizados a trabajadores independientes pertenecientes a régimen común, o al régimen simplificado que superen las 300 UVT, será la que resulte de aplicar las normas generales.

Artículo  14. Registro Único Nacional de Entidades Operadores de Libranza.  Créase el Registro Único Nacional de Entidades Operadoras de Libranzas, el cual será llevado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, quien lo publicará en la página web institucional con el fin exclusivo de permitir el acceso a cualquier persona que desee constatar el registro de entidades operadoras. De igual forma, deberá establecerse un vínculo de acceso a las tasas comparativas publicadas por las Superintendencias, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 9º de la presente ley.

Este Código Único de reconocimiento a nivel nacional identificará a los operadores de libranza por nómina.

Para efectos del registro, la entidad operadora simplemente deberá acreditar el cumplimiento de las condiciones previstas en el literal c) del artículo 2° de la presente ley.

Artículo  15. Vigencia y derogatorias. La presente ley tiene vigencia a partir de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias, el artículo 8° numeral 2 del Decreto-ley 1172 de 1980, el parágrafo 4° del artículo 127-1 del Estatuto Tributario, el parágrafo del artículo 89 de la Ley 223 de 1995 y el artículo 173 de la Ley 1450 de 2011.Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-15 de 2013.

                 El Presidente del honorable Senado de la República,

JUAN MANUEL CORZO ROMÁN.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá, D. C., a los 27 dias del mes de abril del año 2012.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

JUAN CARLOS ECHEVERRY GARZÓN.

El Ministro del Trabajo,

RAFAEL PARDO RUEDA.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

SERGIO DÍAZ GRANADOS GUIDA.

El Ministro de Tecnologías, de la Información y las Comunicaciones,

DIEGO MOLANO VEGA
NOTA: Publicada en el Diario Oficial 48414 de abril 27 de 2012

1. Planteamiento de la demanda
El ciudadano ALFREDO BELTRÁN SIERRA, en nombre propio y en representación de CLEMENCIA DUPONT CRUZ, según se da cuenta en el expediente D-9332, considera que en el trámite del proyecto de Ley No. 066 de 2010 Cámara y 280 de 2011 Senado, que a la postre se convirtió en la Ley 1527 de 2012 se vulneran los artículos 1, 25, 53, 151 y 157 Superior, así como los artículos 94, 115, numerales 2, 3 y 4 y el 158, 169 de la Ley 5ª de 1992. 

De otra parte, la ciudadana Clara Inés González, según se da cuenta en el expediente D-9340, considera que el artículo 13 de la Ley 1527 de 2012 quebranta los artículos 13, 150 numeral 12, 154, 158, 338 y 341 Superior.  Para el efecto, hace mención de las sentencias C-77 de 2012 y C-133 de 2012. 

En el primer expediente D-9332, los argumentos son los siguientes:

En cuanto al principio democrático, señala que el primer debate que se surte en la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes para el  proyecto de ley en comento no se abrió al debate porque fue presentado con afán y se suprimió la discusión por parte del órgano legislativo. En sus palabras:

Conforme a lo expresado por el artículo 94 de la Ley 5ª de 1992, por debate se entiende “El sometimiento a discusión de cualquier proposición o proyecto sobre cuya adaptación deba responder la respectiva corporación, el cual empieza al abrirlo el presidente y termina con la votación general”.

Refulge aquí con evidencia que en el trámite acelerado de este proyecto de ley en su primer debate el vicepresidente de la comisión, -que presidía la sesión-, ni siquiera abrió el debate sino que, con afán, inmediatamente después de leídas cuatro proposiciones modificatorias del artículado inicial del proyecto dispuso, sin más, que “vamos a votar el articulado del proyecto y las proposiciones leídas” y, sin más, agregó que “anuncio que va a cerrarse, queda cerrado”, es decir, cerró el debate sin abrirlo, suprimió de un tajo la deliberación sobre el contenido del proyecto, someterlo a consideración de la comisión fue solo una ficción, lo cual implica desconocimiento absoluto y profundo de la democracia que exige que los proyectos se discutan, o por lo menos que se abra la discusión para permitir que si algunos de los miembros del Congreso quieren discutirlo, procedan a ello, lo que aquí, como se ve, no ocurrió.

De igual manera, considera el demandante que en este primer debate se  vulneran los numerales 2, 3 y 4 del artículo 115 de la Ley 5ª de 1992, porque se presentaron cuatro proposiciones para modificar cuatro artículos del texto original del proyecto y fueron objeto de decisión conjunta precedida de la no deliberación.  

En cuanto al anuncio para la discusión y votación del proyecto No. 066 de 2010 Cámara, durante las sesiones conjuntas de las comisiones permanentes de la Cámara de Representantes y el Senado de la República, considera que se incurrió en una abierta violación a lo dispuesto en el artículo 8 del Acto Legislativo No. 1 de 2003, así como de lo establecido por el artículo 169 de la Ley 5ª de 1992 y, consecuencialmente en lo previsto en el artículo 151 de la Constitución Política. En sus palabras: 

Desde luego, el anuncio no puede hacerse aprovechando la circunstancia de encontrarse reunidos los miembros de una Comisión en cualquier momento, en cualquier sitio y sin convocatoria previa, pues esta sería una reunión fuera de las condiciones constitucionales y esto no es lo que establece como requisito constitucional el artículo 8º del Acto Legislativo 1 de 2003; ni tampoco puede aducirse que concluido el orden del día establecido para una “sesión conjunta” de Comisiones Constitucionales análogas de la Cámara de Representantes y el Senado de la República, puedan realizarse actos propios de cada una de dichas Comisiones en la misma sesión, pues si aquella ya cumplió con el objeto para el cual fue citada, el acto que se realiza después de concluida la sesión conjunta aludida no es un acto oficial de una de tales Comisiones pues faltaría nada menos que el requisito de haber sido convocada previamente.

Respecto del procedimiento que se adelantó durante la discusión y aprobación del proyecto en segundo debate de la Cámara de Representantes, el demandante aduce que las proposiciones no fueron leídas en su integridad al iniciar el debate y de manera expresa se suprimió su lectura, lo que vulnera el artículo 125 de la Ley 5ª de 1992. También se omitió la formulación concreta sobre la voluntad legislativa dispuesta en el numeral cuarto del artículo 115 ibídem, todo lo cual implica un desconocimiento ostensible del principio democrático que exige el respeto a las reglas de la deliberación y votación para la formación válida de las leyes de la República.  En sus palabras: 

“… algunos congresistas propusieron enmiendas al articulado del proyecto, como lo autoriza el artículo 162 de la Ley 5ª de 1992.  No obstante ello se incurrió en flagrante violación de la citada ley a la cual debe someterse estrictamente el procedimiento legislativo, en cuanto las proposiciones respectivas no fueron leídas en su integridad por la Secretaría al iniciar el debate y, de manera expresa se dispuso por la Presidencia suprimir su lectura…”

El demandante luego de relatar la evolución del régimen jurídico de la propiedad, efectúa algunos señalamientos sobre la protección constitucional al trabajo, de las normas protectoras del salario y en esa misma dirección, se refiere a la libranza, mencionando que el nuevo contenido de la Ley 1527 de 2012, específicamente el artículo 1 al establecer la autorización general para suscribir libranzas o descuentos directos con cargo al salario a favor de corporaciones financieras, entre otras, y al equiparar las entidades solidarias con las entidades financieras mercantiles, se les condena a sucumbir ya que unas tienen mayor poder económico y mayores posibilidades de concentración de crédito, además que las cooperativas podrían soportar un proceso gradual de disminución de sus operaciones en detrimento de la promoción que para ello ordena la Constitución, en sus artículos 1, 58 y 333. 

Sobre el tema, agrega que al levantar la prohibición de endeudamiento por sumas superiores a tres salarios mensuales del trabajador, de que trata el citado artículo 3, para la adquisición de bienes y servicios se compromete su salario sin tener en cuenta el límite que antes se establecía, afirmando que “Tales normas fueron desconocidas de tajo por el artículo 3º de la Ley 1527 de 2012, en cuanto tratándose de libranzas o descuentos directos establece que en adelante “quedarán exceptuadas de la restricción contemplada en el numeral segundo del artículo 149 del Código Sustantivo del Trabajo”, es decir que se levanta la prohibición de endeudamiento por sumas superiores a tres salarios mensuales del trabajador”, lo que afecta el principio de progresividad de la protección laboral, la protección que al trabajo, desde luego los salarios conforme lo ordena los artículos 25 y 53 de la Carta Política.

En el segundo expediente, esto es el D-9340, la accionante señala que el artículo 13 de la Ley 1527 de 2012, contraviene el principio de unidad de materia, desconoce la iniciativa exclusiva que le asiste al gobierno para reformar o derogar el Plan Nacional de Desarrollo, así mismo, el principio de legalidad tributaria por cuanto en su criterio, la disposición no fija con precisión la base de la retención, y por ello considera que el contribuyente no cuenta con la seguridad jurídica respecto del monto de dinero que debe pagar a la administración, lo que genera múltiples interpretaciones y en consecuencia piensa que la norma vulnera los artículos 13, 150 numeral 12, 154, 158, y 338 y 341 de la Carta Política. 

2. Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público establecer si en el trámite de la Ley 1527 de 2012, se incurrió en vicios en el proceso de formación de acuerdo con el trámite consagrado en la Constitución Política, especialmente en lo concerniente a la existencia de vulneración al principio democrático, el trámite de las proposiciones modificativas, el anuncio efectuado en las comisiones conjuntas que dieron aprobación en primer debate a la citada disposición legal y sí se vulneró el derecho a la igualdad de trato entre las cooperativas con las entidades financieras, afectando simultáneamente la función social y el deber de protección al trabajo y los salarios en un Estado social de derecho. 

3. Análisis jurídico

Dado que la gran mayoría de los cargos que plantean los accionantes corresponden a vicios en el proceso de formación de la ley acusada, es menester examinar si se configura o no el fenómeno de la caducidad de la acción. En vista de que la Ley 1527 de 2012 se publicó en el Diario Oficial 48.414 del 27 de abril de 2012 y las demandas se presentaron los días 26 de septiembre y 4 de octubre de 2012, se cumple con el requisito temporal establecido en el artículo 242.3 de la Carta Política para ejercer la acción de inconstitucionalidad por vicios de forma.
De otra parte, en el caso sub examine, por medio del Auto del 10 de octubre de 2012, la Sala Plena de la Corte Constitucional decidió acumular los expedientes D-9332 y D-9340, con el propósito de que todos fuesen fallados en la misma sentencia. Antes de realizar un análisis de fondo sobre estas demandas, es necesario advertir que la demanda contenida en el expediente D-9340 no satisface los requisitos exigidos por la ley y decantados por la jurisprudencia, para que la Corte pueda pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad del artículo 13 de la Ley 1527 de 2002.  Y no lo satisface porque la accionante se limita a decir que el artículo demandado contraviene el principio de unidad de materia, desconoce la iniciativa exclusiva que le asiste al gobierno para reformar o derogar el Plan Nacional de Desarrollo, y así mismo, el principio de legalidad tributaria por cuanto en su criterio, la disposición no fija con precisión la base de la retención, sin señalar de qué manera se vulnera la normativa superior, es decir, sin plasmar mínima y razonablemente las consideraciones jurídicas que le permitan hacer tales afirmaciones.

Así las cosas, el Ministerio Público considera que la solicitud de la accionante adolece de vicios sustanciales de conformidad con los requisitos que debe cumplir una demanda de inconstitucionalidad establecidos en el Decreto 2067 de 1991, y en la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional, razón por la cual se solicitará a la Corte Constitucional declararse inhibida para estudiar los cargos formulados contra el artículo 13 de la Ley 1527 de 2012, contenidos en el expediente D-9340, por ineptitud sustantiva de la demanda.

De otra parte, al estudiar el proceso de formación de la ley demandada, se encuentra que ésta corresponde al proyecto de Ley 066 de 2010 Cámara y 280 de 2011 Senado, “Por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones”, que se convirtió en la Ley 1527 de 27 de abril de 2012. En efecto, de los 15 artículos que integran la ley, en los primeros 14 se regula: el objeto de la libranza o de los descuentos directos; los servicios que se brinda a través de la libranza; las condiciones del crédito; los derechos de los beneficiarios; las obligaciones de los operadores y de las entidades pagadoras; la autorización de los descuentos y el intercambio de información entre operadores; los criterios de inspección, vigilancia y control de la actividad; las obligaciones del Gobierno en materia de divulgación del mecanismo; la libertad para elegir la entidad operadora; la retención aplicable a los pagos cuando se trata de trabajadores independientes no responsables del IVA; y el registro único nacional de las entidades operadoras de la libranza. En el artículo 15 se regula la vigencia de la ley y las derogatorias expresas y tácitas. 

Al examinar las pruebas allegadas al proceso, se encuentra que en la sesión ordinaria de la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes del día 9 de noviembre de 2010, tal y como consta en el Acta No. 17 del 9 de noviembre de 2010, publicada en la Gaceta del Congreso No. 16 de febrero de 2011, se verifica que el debate se inició con la apertura que hace el Presidente y se terminó con la votación general, incluyéndose el proyecto de la siguiente manera:

 III. El estudio y aprobación en primer debate de los siguientes proyectos de ley: “…Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones.

(…)

Presidente:

Siguiente punto del Orden del Día.

Secretaria:

Estudio y aprobación en primer debate de los siguientes proyectos de ley:

(…)

Vicepresidente:

Siguiente proyecto de ley, señor Secretario.

Subsecretario:

Sí señor Presidente.

Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones.

Honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

Presidente, este es un proyecto de amplio consenso, es el proyecto que busca reglamentar las libranzas, busca cuatro cosas fundamentales: darles obligatoriedad, dar libertad para escoger quién hace las libranzas, permitir que la libranza cuando una persona cambie de empleo lo persiga en un empleo, y poder utilizar libranzas para temas no crediticios como el ahorro, como los alquileres, como los pagos de los servicios públicos a las universidades; es una ley de sentido común que disminuye el riesgo y que permite otorgar crédito más barato para los colombianos.

Presidente, por favor lea la proposición.

Vicepresidente:

Proposición con la que termina el informe de ponencia señor Secretario.

Subsecretario:

Proposición:

Con fundamento en las razones expuestas, nos permitimos rendir ponencia positiva y en consecuencia solicitamos a la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes darle primer debate al Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones.

Leída la proposición, señor Presidente.

Vicepresidente:

Anuncio que va a cerrarse, queda cerrado, por favor abra el registro señor Secretario.

Subsecretario:

Por el SÍ (aprobando la proposición con que termina el informe de ponencia) los honorables Representantes:

(…)

En total veintidós (22) honorables Representantes, en consecuencia ha sido aprobada la proposición con que termina el informe de ponencia del proyecto, señor Presidente.
Vicepresidente:

Señor Secretario, de cuántos artículos consta el proyecto y si hay alguna proposición sobre la Secretaría.

Subsecretario:

Señor Presidente, el proyecto consta de 14 artículos, incluida la vigencia; hay sobre la mesa cuatro proposiciones a los artículos 4º, numeral 6 del artículo 3°, el artículo 11 y el artículo 2º.

Vicepresidente:

Por favor lea las proposiciones, señor Secretario.

Subsecretario:

Proposición modificativa:

Elimínese el numeral 6 del artículo 3º, del Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones. Es decir, eliminan el numeral 6 del artículo 3°.

El artículo 2° dice que quedará así, el literal c) del artículo 2º:

c) Entidad operadora. Es persona jurídica que realiza operaciones de libranza o descuento directo por estar autorizada legalmente para el manejo del ahorro del público, para el manejo de los aportes de sus asociados, o que sin estarlo lo realiza disponiendo de sus propios recursos o a través de mecanismos de financiamiento autorizados por la ley, caso en el cual deberá estar organizada como empresa inscrita en el registro público mercantil de su domicilio, indicando en su objeto social la realización de operaciones de libranza, el origen de sus recursos y cumplir con las demás exigencias legales vigentes para ejercer la actividad comercial. Estas entidades operadoras están sometidas a la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades.

Firman: honorables Representantes Felipe  Fabián Orozco Vivas y José Padaui Álvarez.

Leída la proposición del literal c), del artículo 2°.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° del Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones, así:

Artículo 4°. Derechos del beneficiario. El beneficiario tiene el derecho de escoger gratuitamente cualquier entidad operadora, así como aquella a través de la cual se realiza el pago de su nómina, prestaciones sociales económicas, o pensión, y a solicitar que los recursos descontados de sus salarios, prestación social económica, aportes, compensación o pensión, sean destinados a una cuenta AFC, o a otra de igual naturaleza. En ningún caso, el empleador o entidad prestadora podrá cobrar o descontar cuotas de administración, comisión, o suma alguna por realizar el descuento o el giro de los recursos, so pena de ser objeto de las sanciones previstas en el artículo 208 y siguiente del Decreto 663 de 1993, o estatuto orgánico del sistema financiero, las cuales le serán aplicables por la autoridad que corresponda después de adelantar el procedimiento sancionatorio que le sea aplicable a la respectiva entidad pagadora. Cuando el beneficiario tenga la calidad de consumidor financiero, estará amparado por el título de la Ley 1328 de 2009, los demás consumidores estarán amparados por el estatuto de protección al consumidor y las normas que lo modifiquen y adicionen.

Está firmada por el honorable Representante  Simón Gaviria Muñoz.

Proposición modificativa del artículo once, del Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara el cual quedará así:

Artículo 11. Portales de información sobre la libranza. Las Superintendencias Financiera de Sociedades y de Economía Solidaria dispondrán cada una de un portal de información en Internet en su página institucional publicada en la web, que permita a los usuarios comparar las tasas de financiamiento de aquellas que ofrezcan crédito para vivienda, planes complementarios de salud y/o educación a través de libranza. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público publicará igualmente a diario en su página web institucional el registro nacional de las personas jurídicas inscritas para efectuar operaciones de libranza, así como un vínculo en acceso de las tasas comparativas publicadas por la Superintendencia.

Firmada por el honorable Representante Simón Gaviria.

Están leídas las proposiciones que modifican el articulado, señor Presidente.

Vicepresidente:

Señor Secretario, ponemos a consideración de esta plenaria, vamos a votar el articulado del proyecto y las proposiciones leídas. Anuncio que va a cerrarse, queda cerrado; favor llamar a lista, señor Secretario. Y la pregunta ¿si esta plenaria quiere que este proyecto sea ley de la República? Y título del proyecto señor Presidente.

Lo anterior conlleva a señalar que en el trámite legislativo fue sometido a discusión el proyecto de Ley 066 de 2010 Cámara, y ocurre a partir del momento en que se pone a consideración en el orden del día cuando es debidamente identificado, para ser debatido con la participación de los miembros que previamente contestaron la lista para constituir el quórum reglamentario.

En el transcurso del debate, el ponente hizo una presentación global del proyecto, seguidamente leyeron las modificaciones y no fueron discutidos porque ninguno de sus miembros de la Comisión lo solicitó, posteriormente se adelantó la votación de la siguiente manera, usando la siguiente formula sacramental:

Subsecretario:

Vamos a votar lo siguiente: articulado del proyecto con las modificaciones leídas por esta Secretaría; el título del proyecto el cual me permito leer: ¿por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones? Y el querer que este proyecto pase a segundo debate.

Por el SÍ (aprobando el articulado con las modificaciones leídas, el título del proyecto y el querer que este proyecto de ley siga su trámite) los honorables Representantes:

(…)

En total veintitrés (23) honorables Representantes, en consecuencia ha sido aprobado el articulado con las modificaciones leídas, el título del proyecto y el querer que este proyecto de ley siga su trámite.
Finalmente, aprueban el articulado con las modificaciones leídas, el título del proyecto y la continuación del trámite del proyecto en forma positiva, sin que existieran discrepancias, cumpliéndose así lo previsto en el artículo 94 del Reglamento del Congreso, la Ley 5ª de 1992, que al definir la etapa deliberativa, entiende por debate “El sometimiento a discusión de cualquier proposición o proyecto sobre cuya adopción deba resolver la respectiva Corporación (...)”, precisando la misma norma que éste se inicia “al abrirlo el Presidente y termina con la votación general”
.
Por lo tanto se verifica que en ningún momento se eliminó o se evitó el debate, de allí que la afirmación de que se vulnera el principio democrático por ausencia del debate de los artículos modificados es desafortunada, y lo es porque los integrantes de la Comisión tuvieron la oportunidad de deliberar pero no lo hicieron, tampoco se les impidió, lo que sí resultaría inadmisible. 

Respecto de las cuatro proposiciones que hacen alusión al proyecto inicial, así: el artículo 2, trata sobre la definición de la expresión “entidad operadora”; el artículo 3, elimina el numeral 6; el artículo 4, define los derechos de los beneficiarios ante la entidad operadora y el artículo 11, señala que se tendrán portales de información en Internet sobre la libranza a cargo de las Superintendencias Financiera de Sociedades y de Economía Solidaria, objetivos que hacen parte del proyecto de ley “Por medio de la cual se establece un marco legal para la Libranza y se dictan unas disposiciones”. De esta manera se cumplen con los parámetros materiales que deben tenerse en cuenta en la presentación de las proposiciones, como son los principios de unidad de materia, de identidad relativa y de consecutividad, conforme lo establecen los artículos 158 y 160 de la Ley 5ª de 1992 y la jurisprudencia constitucional contenida en la sentencia C-992 de 2001.

De igual manera, estos artículos fueron puestos a consideración de la Comisión para ser votados y no hubo proposición diferente de los congresistas, ninguno lo cuestionó o controvirtió en las oportunidades previstas para ello, conforme lo señala el artículo 157 y 158 de la Ley 5ª de 1992.

En el trámite del mencionado proyecto de ley se adelantaron varios anuncios, frente a uno de ellos, el accionante presenta una acusación en relación con el anuncio que se realizó una vez culminó la Sesión conjunta de las Comisiones Terceras Constitucionales permanentes de la Cámara y el Senado el 3 de noviembre de 2010, cuando se discutió y votó el proyecto No. 066 de 2010 Cámara, en la que específicamente se “ordenó a la Secretaría anunciar los proyectos que serían debatidos y votados el martes 9 de noviembre en sesión de esta Comisión”.

El Ministerio Público considera que tampoco puede prosperar dicha acusación, porque el accionante parte de un presupuesto equivocado al considerar que “el anuncio no puede hacerse aprovechando la circunstancia de encontrarse reunidos los miembros de una Comisión en cualquier momento, en cualquier sitio y sin convocatoria previa, pues esta sería una reunión fuera de las condiciones constitucionales…”.  Tal interpretación no es admisible, dado que la exigencia del anuncio previo, contempladada en el artículo 8 del Acto Legislativo 1 de 2003, no la establece como lo afirma el accionante, en tanto el anuncio previo se refiere al aviso de que un proyecto de ley será sometido a votación en la próxima sesión, para que los miembros de las comisiones, según corresponda, estén al tanto de lo que se va a debatir y votar en cada sesión y no sean sorprendidos con la inclusión de proyectos cuya consideración y votación no haya sido anunciada, por lo que es suficiente considerar que el anuncio no tiene una fórmula única para realizarlo, sino que resulta posible hacerlo de distintas maneras, como en efecto ocurrió en la sesión conjunta de las Comisiones Terceras permanentes de la Cámara de Representantes y el Senado de la República, celebrada el 3 de noviembre de 2010, en la que se efectuó el anuncio para el 9 de noviembre de 2010.

Sobre este punto y en relación con el requisito constitucional del anuncio previo, esta Procuraduría observa que en la sesión del 3 de noviembre de 2010, contenida en el Acta 01, se hizo el anuncio del proyecto de ley No. 066 de 2010 Cámara al finalizar la sesión de ese día, de la siguiente manera: 

Señora Secretaria, para anunciar los proyectos de la Comisión Tercera de Cámara, por favor.

Secretaria Comisión Tercera de la Cámara:

Por orden de la Presidencia y en atención al artículo 8º del Acto Legislativo 01 de 2003, me permito anunciar los proyectos que serán debatidos y votados el próximo martes 9 de noviembre en la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes:

(…)

2. Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones.

(…)

Señor Presidente y honorables Representantes Comisión Tercera de Cámara para el próximo martes 9 de noviembre.

Por lo que se advierte que revisada el Acta No. 17 de la sesión del 9 de noviembre de 2010, da cuenta de la celebración de la discusión y votación del proyecto de ley 066 de 2010 Cámara para primer debate, tal y como se había anunciado, en que aparece de la siguiente manera:

ACTA DE COMISIÓN 17 DEL 09 DE NOVIEMBRE DE 2010 CÁMARA.
COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES ACTA NÚMERO 17 DE 2010

(noviembre 9)

Legislatura 2010-2011 - (Primer Periodo)

En la ciudad de Bogotá, D. C., siendo las 10:00 a. m., del día martes, 9 de noviembre de 2010, se reunieron en su salón de sesiones, los integrantes de la Comisión Tercera Constitucional Permanente de la honorable Cámara de Representantes, bajo la Presidencia del honorable Representante Ángel Custodio Cabrera Báez.

La Secretaria por orden de la Presidencia procedió a llamar a lista y contestaron los siguientes honorables Representantes:

 (…)

III

Estudio y aprobación en primer debate  de los siguientes proyectos de ley

(…)

Proyecto de ley número 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones.

Al respecto, este Despacho considera que, de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 160 de la Constitución Política, que establece que ningún proyecto de ley será sometido a votación en sesión diferente a aquella que previamente se haya anunciado, este proyecto no está viciado por cuanto cumple con el mencionado requisito, pues el proyecto fue anunciado al finalizar la sesión conjunta de las Comisiones Terceras permanentes de la Cámara de Representantes y el Senado de la República para ser discutido y aprobado en la sesión del día martes 9 de noviembre y en realidad fue debatido y aprobado en la sesión del día martes 9 de noviembre, conforme al anuncio previo para esta sesión.  Por lo tanto se solicitará a la Corte Constitucional desestimar este cargo por lo mencionado.
Respecto de las proposiciones que no fueron leídas en su integridad por la Secretaría al iniciar el debate, que en consecuencia el accionante considera vulneradas, se constata que, efectivamente, de manera expresa la Presidencia dispuso suprimir la lectura, tal y como se observa en la Gaceta del Congreso 719 del lunes 29 de septiembre de 2011, de la página 48 a la 52 donde aparece publicada el Acta de la Plenaria 73 del 16 de junio de 2011 Cámara de Representantes, en la cual se dió suficiente ilustración sobre el proyecto, así:

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Que artículos quedan faltando y las proposiciones avaladas por los Ponentes.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

El artículo 1° tiene dos.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Léalas.

Jefe Sección de Relatoría, doctor Raúl Ávila Hernández, informa:

Una proposición dice Presidente: Adiciónese la expresión Fondo de Empleados al artículo 1° del Proyecto de ley 066 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones, el cual quedará así: Artículo 1°. Objeto de la Libranza o Descuento Directo, cualquier persona natural asalariada.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Doctor Simón, un momentico.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

Tiene aval de los Ponentes, y va en concordancia con lo que estamos buscando.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Vamos a hacer lo siguiente doctor Alfonso, no leer toda la proposición, decir qué término es el que se pidió y qué se aceptó, entonces por favor, yo le pido que como usted sabe que fue lo que se le anexó.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

La proposición añade la expresión Fondos de Empleados, va acorde con el espíritu de la norma.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Agrega Fondo de Empleados.

Perfecto. 

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

Fondo de Empleados los incluye como una entidad que puede hacer libranzas.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Perfecto, otra proposición.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

Genera más claridad aunque ya estaban previstos.

Jefe Sección de Relatoría, doctor Raúl Ávila Hernández, informa: 

Esa proposición la firma el doctor Buenaventura León.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Perfecto, la otra proposición.

Jefe Sección de Relatoría, doctor Raúl Ávila Hernández, informa: 

Dice: Adiciónese el artículo 1° del Proyecto de ley 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones, el cual quedará así: Artículo 1°: Igual que en la proposición anterior, señor Presidente, es adicionarle, la frase Fondo de Empleados.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

En consideración el artículo 2º con las proposiciones presentadas, más el artículo 1º, más el de los Infis que quedan incluidos como lo pidió el doctor Obed, lo aprueba la plenaria de la Cámara.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Aprobado por unanimidad. 

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Doctor Simón léame todos los artículos faltantes, más las proposiciones aceptadas y votamos en bloque, doctor Simón son tres artículos con unas proposiciones por favor.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

Pero nuevamente acá sobre el artículo 2º hay varias proposiciones, una del doctor Jaime Alonso Vásquez, que busca mejorar la redacción, cambia es, la persona jurídica que realiza operaciones de libranza o descuento directo por estar legalmente, e incluye la expresión, para el manejo de ahorro público, esa es la única modificación es de estricta redacción, no hay ningún problema.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Siga con la otra proposición.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

La proposición que cuenta con el aval de los ponentes el doctor Padaui, Felipe Fabián Orozco y mi persona.

Define la entidad operadora en el numeral C, es la persona jurídica que realiza operaciones de libranza o de descuento directo por estar autorizada legalmente, para el manejo del ahorro público, o para el manejo de los aportes ahorros de sus asociados o aquellas sin estarlo realiza dichas operaciones disponiendo en sus propios recursos a través de mecanismos de financiamiento a otro instados por la ley.

En estos casos deberá estar organizada como sociedad comercial o como cooperativa y deberá indicar en su objeto la realización de operaciones de libranza, de origen lícito de sus recursos y cumplir con las demás exigencias legales vigentes para ejercer actividad comercial. Las entidades operadoras están sometidas a la vigilancia de la Supersociedades.

El doctor Adolfo León Rengifo, pide incluir asociaciones mutuales dentro de las entidades operadoras, yo le comentaba a él, que esas ya son unas de las entidades vigiladas por la Supersolidaria pero para efectos de claridad, con mucho gusto acogemos la proposición.

Aquí también incluimos la del Infis en el artículo 2º.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

Qué artículo es ese.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

Segundo, Presidente.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz:

En consideración el artículo 2º con las proposiciones leídas por el Ponente, continúa su discusión, va a cerrarse, queda cerrado, lo aprueba la plenaria.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Aprobado por unanimidad.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

Sigamos con el siguiente artículo.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

El 4º, hay un sinnúmero de proposiciones, una de Buenaventura León, bueno en el 4º hay proposiciones, y la plenaria sugiere votar la proposición del grupo de Ponentes, que es una proposición donde vamos a simplificar mucho el artículo 4º, vamos a decir en cualquier caso el beneficiario tiene derecho de escoger libre y gratuitamente cualquier entidad operadora, cualquiera, para efectuar operaciones de libranza.

Así como aquella a través de la cual se realiza el pago de su nómina, honorarios, prestaciones sociales, económicas o pensión, en el artículo 4º, lo que pedimos a ustedes es defender la libertad, del usuario para poder escoger quién le hace su libranza, quién le maneja su nómina es muy importante para este proyecto de ley en principio de la libertad, es una competencia, que la gente no le limiten su posibilidad y pueda escoger la entidad bien sea bancaria, cooperativa o de subsidio familiar que le ofrezca las mejores condiciones de crédito, esto es el artículo 4º.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Las propuestas de los Ponentes y de otros Representantes es que el artículo 4º quede como está en la ponencia, más esta modificación en el inciso 1º, dice en cualquier caso el beneficiario tiene derecho a escoger libre y gratuitamente cualquier entidad operadora, para efectuar operaciones de libranzas, así como aquella a través de la cual se realiza el pago de su nómina, honorarios, prestaciones sociales, económicas o pensión. Firma Felipe Fabián, Carlos Zuluaga, Hernando Padaui.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

En consideración el artículo 4º con las proposiciones leídas, continúa su discusión, va a cerrarse, queda cerrado, lo aprueba la plenaria.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Aprobado el artículo 4º.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

Qué artículo sigue.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Presidente ya las otras proposiciones como eran modificatorias, digamos, ya se votó el artículo con la proposición de los Ponentes.

El artículo 6º, tiene una proposición de Felipe Fabián, de Hernando Padaui, y del doctor Gaviria y dice: Artículo 6º obligaciones del empleador o entidad pagadora. 

Jefe Sección de Relatoría, doctor Raúl Ávila Hernández, informa: 

Proposición:

Modifíquese el artículo 6º al Proyecto de ley 066 de 2010 Cámara, por medio de la cual se establece un marco general para la libranza o descuento directo y se dictan otras disposiciones.

El cual quedará así: Artículo 6º, obligación del empleador o entidad pagadora, todo empleador o entidad pagadora estará obligado a deducir, retener y girar las sumas de dinero a que haya lugar, de pagar a sus asalariados contratistas afiliados o pensionados, los valores que estos adeuden a la entidad operadora para ser depositados a órdenes de esta, previo consentimiento expreso escrito e irrevocable del asalariado contratista afiliado o pensionado en los términos técnicos establecidos en el acuerdo, que deberá constituirse con la entidad operadora en virtud a la voluntad y decisión que toma el beneficiario al momento de escoger libremente su operadora de libranza, y en el cual se establecerán las condiciones técnicas de operativas necesarias para las transferencias de los descuentos.

El empleador o entidad pagadora no podrá negarse injustificadamente a la suscripción de dicho acuerdo, la entidad pagadora deberá efectuar la libranza o descuentos autorizados de la nómina, pagos u honorarios, aportes, prestaciones sociales económicas o pensión, de los beneficiarios de los créditos y trasladar dichas cuotas a las entidades operadoras correspondientes dentro de los 3 días hábiles siguientes de haber efectuado el pago al asalariado contratista, afiliado, asociado o pensionado, en el mismo orden cronológico en que haya recibido la libranza u autorización de descuento directo. Igualmente el empleador o entidad pagadora tendrá la obligación de exigir en todos los casos a la entidad operadora documentos emitidos por la superintendencia correspondiente que acredite la inspección vigilancia y control estatal de la que es objeto.

Parágrafo 1°. Si el empleador o entidad pagadora no cumple con la obligación señalada en el presente artículo, por motivos que le sean imputables, será solidariamente responsable por el pago de la obligación adquirida por el beneficiario del crédito.

Parágrafo 2°. En caso de desconocerse el orden de giro estipulado en este artículo, el empleador o entidad pagadora será responsable por los valores dejados de descontar al salariado asociado afiliado o pensionado por los perjuicios que le sean imputable por su descuido. Firman Hernando Padaui, Felipe Fabián Orozco.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

En consideración el artículo 6º con la proposición presentada por la ponencia, continúa su discusión, va a cerrarse, queda cerrada, lo aprueba la plenaria.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Aprobado por unanimidad.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

Título, artículo 9º.

Intervención del honorable Representante Simón Gaviria Muñoz:

El artículo 9º, ¿ya se votó?, el 9º es una promesa de doctor Marín acogemos los Ponentes, eliminen el artículo y es una cosa justa con la persona.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

En consideración la eliminación del artículo 9º continúa su discusión, va a cerrarse queda cerrado, lo aprueba la plenaria.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Aprobado, señor Presidente

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

Título y pregunta.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Por la cual se establece un marco general para libranza o descuento directo, y se dictan otras disposiciones. 

Queda como constancia doctor Simón.

Dirección de la Presidencia, doctor Carlos Alberto Zuluaga Díaz: 

En consideración el título y la pregunta, continúa su discusión se va a cerrar se queda cerrado, lo aprueba la plenaria de la Cámara.

Secretario, doctor Jesús Alfonso Rodríguez Camargo: 

Aprobado por unanimidad, señor Presidente.

Lo anterior significa que se cumplió con el requisito de publicidad y, por lo tanto, ante una posible irregularidad en este trámite no se afectó el respectivo debate, pues los miembros integrantes de la Comisión conocieron el contenido de las proposiciones como quedó señalado, y en ningún momento plantearon enmiendas al articulado.  No obstante, es del caso mencionar que las proposiciones fueron leídas, como se observa para los artículos 1 y 2 y seguidamente fueron aprobados por unanimidad, de igual forma con la proposición de los artículos 4 y 6, en la que se leen con detalle para entendimiento de la Plenaria, y que fueron igualmente sometidos a discusión y aprobados. Finalmente se consideró y discutió la eliminación del artículo 9, y así fue aprobado.  

Por lo tanto, aquí tenemos que las proposiciones que se votaron fueron leídas, una vez cerrada la discusión para poderse votar, conforme lo dispone el artículo 125 de la Ley 5ª de 1992, pero que su aprobación no se realizó con la fórmula sacramental establecida en el artículo 115, numeral 4, ibídem, no obstante debe tenerse en cuenta que el Secretario leyó cada una de las proposiciones y solicitó para cada una su aprobación, siendo éstas totalmente aprobadas, sin presentarse discrepancia alguna sobre las mismos.  

Así pues, de nuevo el accionante señala que se desconocieron algunas reglas establecidas en el Reglamento del Congreso, ante lo cual el Ministerio Público considera que de las afirmaciones que de ellas realiza, ninguna afecta el trámite del proyecto de manera contundente, pues como en este último evento se aprecia, las proposiciones fueron leídas sin los rigorismos que la ley lo señala, pero fueron leídas y fueron de conocimiento de los miembros de la Plenaria, conforme a lo cual debe tenerse en cuenta lo expuesto en la amplia jurisprudencia constitucional donde se ha analizado situaciones como la expuesta y que ha considerado que en los eventos como los que son objeto de estudio debe privilegiarse el principio de instrumentalidad de las formas, por lo que resulta admisible considerar que “No cualquier falla procedimental constituye un vicio de inconstitucionalidad. En virtud del principio de instrumentalidad de las formas, algunas fallas pueden ser intrascendentes, otras pueden ser suplidas por mecanismos expresamente previstos en las normas vigentes, otras pueden ser saneadas a lo largo del proceso legislativo y otras constituyen vicios subsanables” (sentencia C-179 de 2002, C-473 de 2004, C-1040 de 2005).
Ahora bien, tampoco es acertado estructurar un cargo de igualdad a partir de lo señalado por el accionante, cuando afirma que “las entidades que conforman el sector de la propiedad solidaria, que no tienen accionistas sino afiliados y que carecen del ánimo lucrandi se les coloca en pie de igualdad con poderosas compañías financieras bancarias que captan ahorros del públicos, que tienen por objeto la prestación de servicios con ánimo de lucro y que por su naturaleza son diferentes de aquellas”.  Basta leer los  artículos 1 y 2 de la ley sub examine, para constatar que se les incluye como entidades operadoras, y que para efectos del registro como tal, simplemente deberán acreditar el cumplimiento de las condiciones previstas en el literal c) del artículo 2 de la presente ley
, y que todas se encuentran sujetas a la inspección, vigilancia y control, de acuerdo con su naturaleza por parte de la Superintendencia Financiera de Economía Solidario o de Sociedades, según sea el caso.

El que se les incluya en pie de igualdad como formas asociativas de organización de la propiedad solidaria no se les condena a desaparecer,  porque esta posibilidad dependerá de su organización para desarrollar y prestar los servicios financieros conforme a la normatividad contenida en la Ley 454 de 1998, “Por la cual se determina el marco conceptual que regula la economía solidaria, se transforma el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas en el Departamento Nacional de la Economía Solidaria, se crea la Superintendencia de la Economía Solidaria, se crea el Fondo de Garantías para las Cooperativas Financieras y de Ahorro y Crédito”, que en el Título IV, Capítulo I, regula lo atinente a la actividad financiera del cooperativismo
, y no a través de la acción de inconstitucionalidad para controvertir, como lo busca el accionante.

Respecto de la vulneración de manera ostensible de los artículos 25 y 53 de la Constitución que aduce el accionante, en tanto que el artículo 3 de la Ley 1527 de 2012, en uno de sus apartes establece una excepción cuando dispuso: “quedarán exceptuados de la restricción contemplada en el numeral segundo del artículo 149 del Código del Trabajo”, es decir que se levante la prohibición de endeudamiento por sumas superiores a tres salarios mensuales del trabajador”, sin tener en cuenta el límite que antes se establecía por la ley, implicando así una disminución en la protección que al trabajo y desde luego a los salarios conforme lo ordena la Constitución, es menester recordar que dicha disposición del artículo 149 fue objeto de modificación a través del artículo 19 de la Ley 1429 de 2010, que al efecto señaló:

Artículo modificado por el artículo 18 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:

1. El empleador no puede deducir, retener o compensar suma alguna del salario, sin orden suscrita por el trabajador, para cada caso, o sin mandamiento judicial. Quedan especialmente comprendidos en esta prohibición los descuentos o compensaciones por concepto de uso o arrendamiento de locales, herramientas o útiles de trabajo; deudas del trabajador para con el empleador, sus socios, sus parientes o sus representantes; indemnización por daños ocasionados a los locales, máquinas, materias primas o productos elaborados o pérdidas o averías de elementos de trabajo; entrega de mercancías, provisión de alimentos y precio de alojamiento.

2. Tampoco se puede efectuar la retención o deducción sin mandamiento judicial, aunque exista orden escrita del trabajador, cuando quiera que se afecte el salario mínimo legal o convencional o la parte del salario declarada inembargable por la ley.

3. Los empleadores quedarán obligados a efectuar oportunamente los descuentos autorizados por sus trabajadores que se ajusten a la ley. El empleador que incumpla lo anterior, será responsable de los perjuicios que dicho incumplimiento le ocasione al trabajador o al beneficiario del descuento.

(negritas agregadas).

En este sentido, es decir, la norma exceptuada que aparece en el artículo 3, ahora acusada y referida específicamente al artículo 149 del Código Sustantivo del Trabajo, de ninguna manera afecta el principio de progresividad de la protección laboral que aduce el accionante, ya que ésta fue objeto de modificación mediante la cual quedan salvaguardados los principios mínimos que atañen al derecho laboral, como es el salario mínimo legal o convencional, que le preocupan al accionante.

Frente a la solicitud de inexequibilidad del artículo 15 de la Ley 1527 de 2012, por ser violatorio del artículo 158 de la Constitución Política, al regular asuntos sustantivos ajenos al contenido temático de la ley, es preciso señalar que la Corte Constitucional mediante la sentencia C-15 de 2013 declaró inexequible el aparte acusado, bajo los siguientes términos:

Declarar INEXEQUIBLE el aparte acusado del artículo 15 de la ley 1527 de 2012 que reza “el artículo 8° numeral 2 del Decreto - Ley 1172 de 1980, el parágrafo 4° del artículo 127-1 del Estatuto Tributario, el parágrafo del artículo 89 de la Ley 223 de 1995”, por vulneración de la regla de unidad de materia. 

Por lo anterior, se solicitará a la Corte Constitucional estarse a lo allí resuelto.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional hacer los siguientes pronunciamientos:

4.1. INHIBIRSE para emitir pronunciamiento sobre el artículo 13 de la Ley 1527 de 2012, contenida en el expediente D-9340, por ineptitud sustancial de la demanda;

4.2. Declarar la existencia de COSA JUZGADA en relación con el artículo 15 de la 1527 de 2012, que “declaró inexequible el aparte acusado del artículo 15 de la ley 1527 de 2012 que reza “el artículo 8° numeral 2 del Decreto - Ley 1172 de 1980, el parágrafo 4° del artículo 127-1 del Estatuto Tributario, el parágrafo del artículo 89 de la Ley 223 de 1995”, por vulneración de la regla de unidad de materia”.

4.3. Declarar EXEQUIBLE la Ley 1527 de 2012, por los cargos analizados.
De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/ACUESTAS/NROA

� 	Sobre la votación como etapa final del debate, a la cual se procede sobre el supuesto de suficiente ilustración, véase la sentencia C-222 de 1997, precitada, donde la Corte dijo: “la Corte Constitucional otorga gran importancia al concepto “debate”, que en manera alguna equivale a votación, bien que ésta se produzca por el conocido “pupitrazo” o por medio electrónico, o en cualquiera de las formas convencionales admitidas para establecer cuál es la voluntad de los congresistas en torno a determinado asunto. La votación no es cosa distinta de la conclusión del debate, sobre la base de la discusión -esencial a él- y sobre el supuesto de la suficiente ilustración en el seno de la respectiva comisión o cámara”.


�  c) Entidad operadora. Es la persona jurídica o patrimonio autónomo conformado en desarrollo del contrato de fiducia mercantil que realiza operaciones de libranza o descuento directo, por estar autorizada legalmente para el manejo del ahorro del público o para el manejo de los aportes o ahorros de sus asociados, o aquella que, sin estarlo, realiza dichas operaciones disponiendo de sus propios recursos o a través de mecanismos de financiamiento autorizados por la ley. En estos casos deberá estar organizada como Instituto de Fomento y Desarrollo (Infis), sociedad comercial, sociedades mutuales, o como cooperativa, y deberá indicar en su objeto social la realización de operaciones de libranza, el origen lícito de sus recursos y cumplir con las demás exigencias legales vigentes para ejercer la actividad comercial. Estas entidades operadoras estarán sometidas a la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades.





� TÍTULO IV


Normas sobre la actividad financiera


CAPÍTULO I


Condiciones para el ejercicio de la actividad financiera


Artículo 39º.- Actividad financiera y aseguradora. El artículo 99 de la Ley 79 de 1988 quedará así: la actividad financiera del cooperativismo se ejercerá siempre en forma especializada por las instituciones financieras de naturaleza cooperativa, las cooperativas financieras, y las cooperativas de ahorro y crédito, con sujeción a las normas que regulan dicha actividad para cada uno de estos tipos de entidades, previa autorización del organismo encargado de su control.


Las cooperativas multiactivas o integrales podrán adelantar la actividad financiera exclusivamente con sus asociados mediante secciones especializadas, bajo circunstancias especiales y cuando las condiciones sociales y económicas lo justifiquen, previa autorización del organismo encargado de su control.


La actividad aseguradora del cooperativismo se ejercerá siempre en forma especializada por las cooperativas de seguros y los organismos cooperativos de segundo grado e instituciones auxiliares del cooperativismo de seguros.


Para efectos de la presente Ley se entenderá como actividad financiera la captación de depósitos a la vista o a término de asociados o de terceros para colocarlos nuevamente a través de préstamos, descuentos, anticipos, u otras operaciones activas de crédito, y en general, el aprovechamiento o inversión de los recursos captados de los asociados o de terceros. Solamente las cooperativas financieras podrán prestar sus servicios a terceros no asociados.


Parágrafo.- �HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7850" \l "1"�Modificado por el art. 100, Ley 795 de 2003� En concordancia con las previsiones del artículo 335 de la Constitución Política, la Superintendencia encargada de la vigilancia de la entidad infractora, adelantará las medidas cautelares establecidas en el numeral 1 del artículo 108 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero respecto de las entidades que adelanten actividad financiera sin haber recibido la autorización pertinente, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 3 del artículo 208 del mismo ordenamiento.


Parágrafo 2. �HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7850" \l "1"�Adicionado por el art. 101, Ley 795 de 2003�


Artículo 40º.- �HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7850" \l "1"�Modificado por el art. 102, Ley 795 de 2003� Cooperativas financieras. El nuevo texto es el siguiente: Son cooperativas financieras los organismos cooperativos especializados cuya función principal consiste en adelantar actividad financiera, su naturaleza jurídica se rige por las disposiciones de la Ley 79 de 1988; las operaciones que las mismas realicen se regirán por lo previsto en la presente ley, en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y demás normas que les sean aplicables. 


Las cooperativas financieras se encuentran sometidas al control, inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y para todos los efectos son establecimientos de crédito. 


Para adelantar las operaciones propias de las cooperativas financieras se requiere la autorización previa y expresa en tal sentido de la Superintendencia Bancaria, entidad que la impartirá únicamente previo el cumplimiento de los siguientes requisitos: 


a) Demostrar ante la Superintendencia Bancaria experiencia no menor de tres (3) años en el ejercicio de la actividad financiera con asociados como cooperativa de ahorro y crédito o multiactiva o integral con sección de ahorro y crédito, en una forma ajustada a las disposiciones legales y estatutarias; 


b) Acreditar el monto de aportes sociales mínimos que se exija para este tipo de entidad. 


En todo caso, en forma previa a la autorización, la Superintendencia Bancaria verificará, por medio de cualquier investigación que estime pertinente, la solvencia patrimonial de la entidad, su idoneidad y la de sus administradores. 


PARÁGRAFO 1o. La Superintendencia Bancaria podrá establecer planes de ajuste para la conversión en cooperativas financieras de las cooperativas que se encuentren actualmente sometidas a su vigilancia. Dentro de dichos planes, ese organismo de vigilancia y control podrá ordenar la suspensión de nuevas captaciones con terceros, y establecer compromisos para que las entidades adopten los parámetros tendientes a lograr los requisitos indicados en el artículo anterior. 


PARÁGRAFO 2o. En el evento en que cualquiera de las cooperativas que se encuentren bajo la vigilancia y control de esa Superintendencia desista de su conversión en cooperativa financiera o incumpla el plan de ajuste de que trata el parágrafo anterior, deberá proceder a la adopción de mecanismos tendientes a la devolución de dineros a terceros en un plazo no mayor a un año, prorrogable por la Superintendencia Bancaria, so pena de las sanciones a que haya lugar. Una vez adoptados dichos mecanismos, pasarán a la vigilancia y control de la Superintendencia de la Economía Solidaria.


Artículo  41º.- Cooperativas de ahorro y crédito. Son cooperativas de ahorro y crédito los organismos cooperativos especializados cuya función principal consiste en adelantar actividad financiera exclusivamente con sus asociados, su naturaleza jurídica se rige por las disposiciones de la Ley 79 de 1988 y se encuentran sometidas al control, inspección y vigilancia de la Superintendencia de la Economía Solidaria.


Para adelantar las operaciones propias de las cooperativas de ahorro y crédito, se requiere la autorización previa y expresa en tal sentido de la Superintendencia de la Economía Solidaria, entidad que la impartirá únicamente cuando acrediten el monto de aportes sociales mínimos que se exija para este tipo de entidad.


La Superintendencia de la Economía Solidaria se cerciorará, por cualesquiera investigaciones que estime pertinentes de la solvencia patrimonial de la entidad de su idoneidad y de la de sus administradores.


Parágrafo 1º.- �HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7850" \l "1"�Derogado por el art. 114, Ley 795 de 2003� El Gobierno Nacional establecerá la obligación para las cooperativas de ahorro y crédito de mantener un fondo de liquidez en entidades de segundo grado de la economía solidaria que desarrollen actividad financiera y determinar sus características, modalidades y sanciones.


Parágrafo 2º.- Las cooperativas que a la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley se encuentren sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Bancaria, podrán optar por la transformación en cooperativas de ahorro y crédito dentro del año siguiente a esa fecha. En consecuencia si es del caso, deberán dar aviso a la Superintendencia Bancaria para fijar un plan de ajuste que permita ajustarse a la relación establecida en el artículo 430 de la presente Ley.


Este mecanismo también podrá ser ordenado por la Superintendencia Bancaria como medida de salvamento aplicable a cooperativas financieras.


Parágrafo 3º.- �HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=36841" \l "36"�Adicionado por el art. 36, Ley 1328 de 2009�. 


Artículo 42º.- Aportes sociales mínimos. Las cooperativas financieras deben acreditar y mantener un monto mínimo de aportes sociales pagados equivalente a una suma no inferior a mil quinientos millones de pesos ($1.500.000.oo).


Las cooperativas de ahorro y crédito y las cooperativas multiactivas e integrales con secciones de ahorro y crédito, deberán acreditar y mantener un monto mínimo de aportes sociales pagados no inferior a quinientos millones de pesos ($500 millones).
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